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Introducción 



Aunque ya tuve ocasión de realizar en otro tiempo un recorrido general por todo el sistema de recursos y medios de impugnación de las resoluciones procesales tras la publicación y entrada en vigor de la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero (BOE núm. 7, de 8 de enero), más desde un punto de vista de ordenación de mis conocimientos que de sentar criterios doctrinales, he querido ahora centrar el objeto de este trabajo en lo que se refiere particularmente al «recurso de apelación», también obviamente orientado a ofrecer determinadas pautas prácticas con la finalidad de ir solventando las dudas que se puedan presentar en el desarrollo del trabajo diario en los Juzgados y Tribunales.

No obstante, convendrá exponer determinadas ideas generales acerca de los recursos, convenientes para comprender el propio de apelación.

Uno de los preceptos que más jurisprudencia constitucional ha motivado ha sido, y lo es, sin duda, el art. 24 CE de 1978, a cuyo tenor, todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso pueda producirse indefensión. Esta es también la primera declaración de principios que señala el Preámbulo de la Ley de Enjuiciamiento Civil: El derecho de todos a una tutela judicial efectiva coincide con el anhelo y la necesidad social de una Justicia Civil nueva, caracterizada precisamente por la efectividad.

Pero la tutela judicial efectiva puede estructurarse en dos partes:

Primera. El acceso a los Poderes Jurisdiccionales. Teniendo en cuenta que ello entronca con la propia organización del Estado Judicial cuando se establecen distintos órdenes jurisdiccionales y a la vez distintos cauces procedimentales, y por tanto, y a su vez, distintas instancias y recursos de acuerdo con la naturaleza de las pretensiones cuya satisfacción se pretende por los ciudadanos y de las normas que las fundamenten.

Basta acudir a los preceptos de la Ley Orgánica del Poder Judicial para darnos cuenta de la citada organización judicial con la existencia de órganos judiciales unipersonales como los Juzgados de Paz, Juzgados de Primera Instancia, Juzgados de Instrucción, Juzgados de lo Penal, Juzgados de lo Mercantil, Juzgados de lo Contencioso-Administrativo, Juzgados de lo Social, Juzgados de Menores y Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, y como órganos colegiados, las Audiencias Provinciales, Tribunales Superiores de Justicia, Audiencia Nacional y Tribunal Supremo. Cada uno de estos órganos tiene delimitada su propia competencia, sus propios cauces procesales y evidentemente sus propios recursos. Solamente en el campo que nos interesa nos detendremos en aquellos Juzgados y Tribunales con competencia únicamente en el orden judicial civil.

Segunda. El cumplimiento u observancia de las garantías procesales. La Ley de Enjuiciamiento Civil añade que aquella tutela judicial debe significar, además, y por parte de los órganos judiciales, una respuesta más pronta y cercana en el tiempo a la demanda de tutela de los ciudadanos, por lo que se debe dotar a dichos órganos de un conjunto de instrumentos encaminados a lograr un acortamiento en el tiempo para una definitiva determinación de lo jurídico en los casos concretos, es decir, sentencias menos alejadas del comienzo del proceso, medidas cautelares más asequibles y eficaces, ejecución forzosa menos gravosa para quién necesita promoverla, y con más posibilidades de éxito en la satisfacción real de los derechos e intereses legítimos. Y precisamente, también dentro de esos mecanismos no podemos olvidar los recursos.

Así, podemos concluir que la tutela judicial efectiva debe ofrecer al ciudadano estas tres posibilidades: 1.ª El acceso mismo a la Justicia. 2.ª Una vez en ella, que sea posible su defensa y obtener solución a su problema jurídico en un plazo razonable, haciendo uso de todos los instrumentos procesales a su alcance para obtenerla, incluyendo los recursos. 3.ª Que una vez se dicte resolución definitiva y firme, se ejecute, dando plena efectividad a sus pronunciamientos.

El término recurso debe entenderse, en su sentido amplio y genérico de medio de impugnación, como aquel mecanismo procesal que la ley establece y facilita a los litigantes para atacar una resolución judicial preexistente, y solicitar, del mismo órgano que la dictó o de su superior jerárquico, su revocación total o su modificación parcial, y, en su consecuencia, su sustitución por otra más favorable, y ello porque aquella resolución no le otorgue la tutela jurídica, o bien porque no se la otorgue suficientemente.

Cuando un Juez o un Tribunal dicta una resolución ésta es inalterable, pero en contraposición todas las legislaciones reconocen a las partes el derecho a alzarse contra ellas, las que se dictan en el proceso, dentro del mismo, y que estiman no ajustadas a las normas procesales y disconformes con sus pretensiones. El recurso es, por tanto, un derecho natural inherente a la defensa, pues se privaría de ella a los litigantes si no se les permitiera recurrir a un tribunal superior para que enmendase los desaciertos que pudiera cometer el inferior y cuando estos desaciertos efectivamente existan. Por ello, la necesidad del recurso está basada en dos argumentaciones: En el impulso o estímulo psicológico que siente todo perjudicado de reaccionar contra una resolución judicial que le es desfavorable; en el aumento de las garantías de acierto del juzgador.

Concluiremos afirmando que la parte que el Derecho Procesal destinada al estudio de los recursos es de suma importancia, ya que en ella se desenvuelve la realidad legalista de la estricta aplicación del derecho a las peticiones de los litigantes contenidas en el proceso, que va marchando por los carriles que la ley le ha marcado, guiado por la mano experta e inflexible de su director, y para volver a los cuales, caso de desviación, concede a aquellos los procedimientos adecuados.

Y previamente a realizar los pertinentes comentarios acerca del recurso de apelación transcribiremos lo que dice Ley de Enjuiciamiento Civil en el apartado XIII de su Exposición de Motivos:


«Esta Ley contiene una sola regulación del recurso de apelación y de la segunda instancia, porque se estima injustificada y perturbadora una diversidad de regímenes. En razón de la más pronta tutela judicial, dentro de la seriedad del proceso y de la sentencia, se dispone que, resuelto el recurso de reposición contra las resoluciones que no pongan fin al proceso, no quepa interponer apelación y sólo insistir en la eventual disconformidad al recurrir la sentencia de primera instancia. Desaparecen, pues, prácticamente, las apelaciones contra resoluciones interlocutorias. Y con la oportuna disposición transitoria, se pretende que este nuevo régimen de recursos sea de aplicación lo más pronto posible.

La apelación se reafirma como plena revisión jurisdiccional de la resolución apelada y, si ésta es una sentencia recaída en primera instancia, se determina legalmente que la segunda instancia no constituye un nuevo juicio, en que puedan aducirse toda clase de hechos y argumentos o formularse pretensiones nuevas sobre el caso. Se regula, coherentemente, el contenido de la sentencia de apelación, con especial atención a la singular congruencia de esa sentencia.

Otras disposiciones persiguen aumentar las posibilidades de corregir con garantías de acierto eventuales errores en el juicio fáctico y, mediante diversos preceptos, se procura hacer más sencillo el procedimiento y lograr que, en el mayor número de casos posible, se dicte en segunda instancia sentencia sobre el fondo.

Cabe mencionar que la presente Ley, que prescinde del concepto de adhesión a la apelación, generador de equívocos, perfila y precisa el posible papel de quien, a la vista de la apelación de otra parte y siendo inicialmente apelado, no sólo se opone al recurso sino que, a su vez, impugna el auto o sentencia ya apelado, pidiendo su revocación y sustitución por otro que le sea más favorable.

La Ley conserva la separación entre una inmediata preparación del recurso, con la que se manifiesta la voluntad de impugnación, y la ulterior interposición motivada de ésta. No parece oportuno ni diferir el momento en que puede conocerse la firmeza o el mantenimiento de la litispendencia, con sus correspondientes efectos, ni apresurar el trabajo de fundamentación del recurso. Pero, para una mejor tramitación, se introduce la innovación procedimental consistente en disponer que el recurrente lleve a cabo la preparación y la interposición ante el tribunal que dicte la resolución recurrida, remitiéndose después los autos al superior. Lo mismo se establece respecto de los recursos extraordinarios».



Estas nuevas ideas de política procesal las iremos desarrollando en el estudio de los distintos apartados de la obra, pero diremos ahora que a la redacción originaria de la Ley le afectó posteriormente la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal (BOE núm. 164, de 10 de julio); y la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (BOE núm. 266, de 4 de noviembre).






Generalidades 



I.  CONCEPTO Y FUNDAMENTO

La LEC distingue en el art. 207 entre las resoluciones judiciales que denomina definitivas, que son aquellas que ponen fin a la primera instancia y las que deciden los recursos interpuestos frente a ellas, y las llamadas firmes, siendo estas aquellas frente a las que no cabe recurso alguno, bien porque no lo prevé la ley, o bien porque estando previsto, ha transcurrido el plazo legalmente fijado.

Desde esta distinción podemos comprender las clases de recursos, y lo será atendiendo a la propia naturaleza de la resolución, si es firme o no; y no lo será cuando frente a la misma cabe interponer recurso, y por éste, como expresa algún procesalista, continuar al proceso, o a lo sumo, de no aceptarse esta fundamentación, motivar la apertura de una nueva instancia procesal.

Pero es que incluso frente a las resoluciones judiciales firmes aún cabe interponer recurso, aunque en este caso ya no lo podamos denominar como tal sino que lo que se produce es abrir un nuevo proceso autónomo, de naturaleza impugnativa, son verdaderas demandas rescisorias autónomas de carácter constitutivo o acciones impugnativas autónomas. Son los llamados recursos excepcionales que van dirigidos a modificar una resolución que ya es firme, como la revisión, la audiencia al rebelde e incluso el incidente de nulidad de actuaciones.

Dentro de los recursos están los ordinarios, entendiendo estos por los que caben contra resoluciones no firmes y sin necesidad de que existan unos motivos prefijados en la ley, y extraordinarios, que son los que sólo pueden interponerse si se dan determinados presupuestos.

Y por último, dentro de la categoría de los recursos ordinarios propiamente dichos es posible también establecer distinciones en función de las características propias de cada recurso concreto, y así se suelen distinguir los recursos devolutivos de los recursos no devolutivos. Los medios de impugnación no devolutivos son aquellos que se hacen valer frente al mismo órgano que dictó la resolución atacada y son resueltos por éste, mientras que de los recursos devolutivos conoce y resuelve el superior jerárquico del órgano jurisdiccional cuya decisión es objeto de crítica.

Dicho cuanto antecede, hay que manifestar que en nuestro proceso civil el recurso de apelación es el máximo exponente de lo que representa un recurso dado frente a una resolución definitiva, no firme, ordinario, y devolutivo; en definitiva, el exponente de la llamada «doble instancia», que quiere decir que toda contienda entre partes, independientemente de la clase de juicio en que se ventile, ordinario o especial, es susceptible de pasar, antes de su decisión inimpugnable, por dos grados jurisdiccionales, y el medio por el cual se trae el proceso del primero al segundo grado es el llamado recurso de apelación. Por ello se puede definir como un recurso ordinario y devolutivo en virtud del cuál se trae la cuestión objeto de la resolución impugnada al pleno conocimiento de un juez superior.

El fundamento de la doble instancia se encuentra, como en general el de todo recurso, en la fiabilidad humana. Al mismo tiempo, el sistema coopera a mantener la confianza de los ciudadanos en la Administración de Justicia. Debido a las imperfecciones del conocimiento humano, todo fallo puede ser desacertado o injusto. En la mayoría de los casos, el perjudicado por la resolución propende a creer que lo es. Al Estado interesa rectificar su pronunciamiento, si no se acomoda al derecho objetivo, o, en otro caso, «cargarse de razón» frente al recelo del vencido, confiando la decisión a un órgano que ofrezca mayores garantías de acierto. Más inmediatamente le interesa al vencido que el pronunciamiento perjudicial no prevalezca, y verlo sustituido por otro que le sea favorable. De esta suerte, coincidiendo en principio ambos intereses, la ley arbitra el medio de atender al del particular.

Como dice Chiovenda, el doble grado de jurisdicción representa una garantía de todos los ciudadanos y en tres aspectos:

1.º En cuanto que un juicio reiterado hace posible, ya de por sí, la corrección de errores siempre posibles.

2.º En cuanto que los dos juicios se confían a órganos distintos.

3.º En cuanto que el segundo órgano aparece revestido de mayor autoridad que el primero.

II.  NATURALEZA JURÍDICA

Respecto a la naturaleza jurídica del recurso de apelación se han seguido doctrinalmente tres posturas:

La primera, que entiende la apelación como un nuevo proceso, un nuevo juicio, (ius novorum) en el que no solamente puede discutirse la pretensión que se trató en la primera instancia, sino que cabe a las partes deducir en la alzada nuevas pretensiones y además oponer otras excepciones, aunque lógicamente siempre que estén relacionadas con las cuestiones ya debatidas y decididas en la instancia.

La segunda, por el contrario, que estima que la apelación se limita simplemente a la revisión o control de la sentencia recurrida y con la finalidad de determinar si está ajustada o no a derecho, pero partiendo sólo del material probatorio ya obrante en los autos.

La tercera es la que considera a la apelación como una continuación de la primera instancia cuyo objeto es el mismo de ésta, aunque restringido a la pretensión impugnatoria y en la que el tribunal superior no se limita a la sola revisión de la sentencia, sino que examina de nuevo la cuestión litigiosa por completo y decide teniendo en cuenta las pruebas practicadas en la instancia y excepcionalmente las pedidas y practicadas en la segunda.

En esta tercera de las doctrinas es donde desde siempre se ha situado nuestra Ley de Enjuiciamiento Civil, y trasladada de forma reiterada al ámbito de las resoluciones judiciales de los Tribunales Superiores, como así podemos observarlo, entre otras muchas, en la sentencia n.º 135/06, de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Alicante, de 23 de marzo de 2006, que se pronuncia de la siguiente manera:


«Como reiteradamente ya ha tenido ocasión de pronunciar esta misma Sala en sentencias de 28 de junio de 1999, 23 de marzo de 2001, 19 de mayo de 2003, 12 de enero y 1 de abril de 2004, 10 de febrero y 4 de julio de 2005, la apelación, dada su condición de medio de impugnación ordinario, atribuye al Tribunal de segundo grado la potestad necesaria para valorar y tener en cuenta, sin condicionamiento alguno, todas las pruebas practicadas en primera instancia, incluso con discrepancia del criterio que al respecto hubiera podido adoptar el Juez a quo, adquiriendo por ello el Tribunal de apelación plena jurisdicción para resolver todas las cuestiones de hecho o de derecho que se planteen por las partes, puesto que cuál indica la sentencia del Tribunal Supremo de 2 de febrero de 1995, la apelación traslada al órgano superior ante el que se interpone plena jurisdicción sobre el caso en idéntica situación a la del Juzgado de instancia, no sólo en lo que respecta a la subsunción de los hechos en las normas jurídicas, sino para la determinación de tales hechos a través de la valoración de la prueba.

Sin embargo, y sin perjuicio de lo expuesto, no puede olvidarse que tales facultades revisoras se hallan limitadas, como cuida de puntualizar y entre otras la sentencia del Tribunal Constitucional 3/1996, por una doble consideración:

1. Por la prohibición de lareformatio in peius, que quiere indicar que con relación a un pronunciamiento apelado y que lógicamente el apelante solamente recurre en la medida que el mismo le es perjudicial, pero no en la que le beneficia, y respecto del cuál la otra parte no se haya adherido a la apelación, el Tribunal de la alzada no puede hacer un pronunciamiento que, para el apelante, sea más gravoso y perjudicial que ya lo era el recurrido, y que veda por tanto al Tribunal hacer pronunciamientos que graven la situación que para el apelante resulta de la sentencia de primera instancia (Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de julio de 1993).

2. Por la imposibilidad de entrar a conocer o decidir sobre los extremos que hayan sido consentidos por las partes por no haber sido objeto de impugnación, siendo entonces las concretas peticiones que el apelante o apelantes hayan formulado las que, en consecuencia, delimitarán el ámbito del recurso, según la máxima conocida tantum apellatum, cuantum devoluntum, y de conformidad, en definitiva, con el principio dispositivo que informa el proceso civil. Y esas peticiones serán las que el apelante o apelantes hayan articulado oportunamente en sus escritos de interposición del recurso las cuales, en consecuencia, delimitarán el ámbito de la apelación. Por lo que si el Tribunal de apelación, por su propia y única iniciativa, vuelve a pronunciarse sobre alguna de esas cuestiones, la sentencia que pronuncie estaría indudablemente afectada de vicio de incongruencia además de desconocer la autoridad de cosa juzgada formal.

Ello es lo que proclama la Ley de Enjuiciamiento Civil cuando en su art. 456 n.º 1 nos menciona el ámbito y efectos del recurso de apelación para expresarse que en virtud del recurso de apelación podrá perseguirse, con arreglo a los fundamentos de hecho y de derecho de las pretensiones formuladas ante el tribunal de primera instancia, que se revoque un auto o sentencia y que, en su lugar, se dicte otro u otra favorable al recurrente, mediante nuevo examen de las actuaciones llevadas a cabo ante aquel tribunal y conforme a la prueba que, en los casos previstos en esta ley, se practique ante el tribunal de apelación; y además responde al principio segundo de que la apelación no puede conceder más de lo que las partes han pedido, y ello podemos observarlo igualmente en el núm. 4 del art. 465: la sentencia que se dicte en apelación deberá pronunciarse sobre los puntos y cuestiones planteados en el recurso, y en su caso, en los escritos de oposición e impugnación a que se refiere el art. 461; y que la sentencia no podrá perjudicar al apelante, salvo que el perjuicio provenga de estimar la impugnación de la resolución de que se trate, formulada por el inicialmente apelado».



III.  APELACIÓN Y SEGUNDA INSTANCIA

La LEC de 1881 contenía una gran dispersión de normas procesales dedicadas al recurso de apelación y en atención a los cuatro tipos de procesos declarativos que se conocían, como eran el Juicio de Mayor Cuantía, el de Menor Cuantía, el Verbal y el Juicio de Cognición, éste contemplado en el Decreto de 21 de noviembre de 1952, y así en el Libro II, Título VI se hablaba de la segunda instancia, con remisión a las apelaciones de sentencias definitivas dictadas en pleitos de mayor cuantía, y apelaciones de las sentencias y autos dictados en incidentes y en los juicios que no sean de mayor cuantía. Y también en el Libro I, Título IX, se hablaba de los recursos contra las resoluciones judiciales y sus efectos.

Con la vigente LEC 1/2000 ha concentrado el estudiado recurso en su única denominación del Recurso de Apelación y de la Segunda Instancia, en el Capítulo III del Título IV, y en dos Secciones, una de disposiciones generales, y otra de tramitación.

Una primera consecuencia a extraer es que se parte de un acceso generalizado a este recurso, cuando en la anterior Ley existía una limitación, precisamente en los juicios verbales, de aquellas sentencias dictadas por los Jueces de Primera Instancia en asuntos de escasa complejidad procedimental y de reducida cuantía ya que con ellas se agotaba la vía judicial; y así se decía en el art. 732 que no cabía el recurso de apelación contra las sentencias que resolvían acciones personales basadas en derechos de crédito, y por ello, como el límite cuantitativo del juicio verbal era 80.000 pts., las demandas de reclamación por dicha cantidad terminaban con la sentencia dictada en la instancia.

Una segunda conclusión es que el recurso se anunciaba simplemente en la instancia pero tras la debida personación ante el tribunal superior, todos los trámites se ventilaban en ésta, y esos trámites lo eran simplemente procesales, reduciéndose a las peticiones de nulidad, pruebas, adhesiones al recurso, instrucción, traslados, etc. y se dejaba para el acto de la vista la verdadera discusión sobre los extremos no conformes de la sentencia impugnada. Distinto era el sistema de la alzada para los juicios verbales y de cognición ya que éstos se ventilaban precisamente en la forma escrita que ahora se ha preconizado; pero con la diferencia, como veremos posteriormente, que el plazo para el recurso era de cinco días y en el mismo debía presentarse el escrito en el que se formalizaba el recurso con la exposición de las alegaciones pertinentes Ahora todo el trámite de formulación del recurso se hace ante el Juzgado de Instancia, y en sus dos momentos de preparación y de interposición.

La tercera innovación, y quizá la más importante, es que a los escritos de recurso se les va da mayor relevancia que al acto de la vista oral, que quedará para algunos supuestos, como posteriormente veremos. Decía el art. 876 LEC 1881, aplicable a toda apelación, que la vista se podría sustituir por alegaciones escritas, solamente cuando todas las partes personadas lo pidieran y la Sala lo estimara indispensable para la recta Administración de Justicia, teniendo en cuenta la naturaleza del asunto y las circunstancias concurrentes. Y este precepto fue introducido por la Ley 34/1984, de 6 de agosto, con el objeto de paliar, en lo posible, la acumulación de asuntos pendientes en los tribunales superiores. De todas formas, a pesar de que lo interesaran las partes en el procedimiento y en vía de recurso, aún era facultad de la Sala el poder conceder el trámite escrito siempre que lo considerase necesario o conveniente.

IV.  DISPOSICIONES LEGALES GENERALES

Entrando ya en la regulación del recurso de apelación, el Capítulo III (Título IV, Libro II, de los procesos declarativos), contiene en su Sección 1.ª unas «disposiciones generales», que son las que vamos a tratar de estudiar en los arts. 455 y 456.

Art. 455. Resoluciones recurribles en apelación. Competencia y tramitación preferente.


1. Las sentencias dictadas en toda clase de juicio, los autos definitivos y aquellos otros que la ley expresamente señale, serán apelables en el plazo de cinco días.



El número de este artículo se refiere al tipo de resolución que es recurrible; y así, indica en primer lugar, las sentencias dictadas en todo tipo de juicios. Lógicamente estaremos ante sentencias definitivas, las que conforme al art. 207 LEC son las que van a poner fin a la primera instancia. Y en la misma categoría aquellas otras resoluciones dictadas no en forma de sentencias sino de auto, resolución también prevista en el art. 206 LEC, para poner fin a las actuaciones de una instancia.

Conviene señalar en este momento, y a propósito de las resoluciones judiciales, que la LEC de 1881 no contenía, cuando regulaba la forma en que habían de dictarse las resoluciones judiciales, arts. 369 y siguientes, ninguna referencia a la consignación de la clase y el tipo de recurso que cabía interponer frente a la misma; esa omisión se corrige con la LOPJ 6/1985, en cuyo art. 248.4 se contiene el particular de que al notificar a las partes la resolución, se indicará si la misma es o no firme y, en su caso, los recursos que procedan, órgano ante el que deben interponerse y plazo para ello. Sin embargo, como dice el Tribunal Constitucional en sentencia n.º 155, de 10 de julio de 1991, la indicación en las resoluciones de los recursos que quepa contra ellas no constituye una parte del contenido decisorio de la resolución notificada, sino una información al interesado, que lógicamente no está obligado a seguirla si entiende que existe otro recurso procedente y, además, dicha indicación no constituye en la Ley ni siquiera una información del Juez Tribunal, sino una indicación que debe hacerse al notificarse la resolución, lo cuál reduce obviamente su valor legal, en cuanto la desvincula de la resolución notificada, y, en consecuencia, obliga a considerarla así, aunque se haya expresado como un apéndice de la resolución dirigido al agente notificador. Actualmente, la LEC 1/2000 si contiene dicha referencia, y así indica el art. 208.4, redactado tras la Ley 13/2009, de 3 de noviembre, que toda resolución judicial incluirá la mención de si la misma es firme o si cabe algún recurso contra ella, con expresión, en este último caso, del recurso que proceda, del órgano ante el que debe interponerse y del plazo para recurrir.

Dicho lo anterior, para cumplir con los preceptos, y puesto que ya no se hace referencia al momento de la resolución, sino al del dictado de la misma, es conveniente indicar en ella el tipo de recurso, o simplemente que no cabe ninguno, y su omisión podría ser motivo de petición de aclaración. Pero entendiendo que es completamente válida la reseña constitucional de que la parte no está obligada a seguir la recomendación si entendiere que debe ser otro el recurso y no el indicado.

Por su importancia y particularidades, merece hacer en este apartado referencia a los recursos que se van a dar en las «actuaciones de ejecución». La LEC 1/2000 dedica el Libro III a la ejecución forzosa y a las medidas cautelares, y en el conjunto de su articulado va ofreciendo actuaciones concretas, desde la ejecución provisional, partes, competencia, despacho de la ejecución, oposición de forma o de fondo, ejecución dineraria, ejecución hipotecaria, ejecución no dineraria, etc. y a esas actuaciones las dota de una clase de resolución y de un determinado recurso, debiendo estar al permitido para impugnar la resolución de que se trate.

El art. 567 consigna un principio general: «La interposición de recursos ordinarios no suspenderá, por sí misma, el curso de las actuaciones ejecutivas. (Sin embargo, si el ejecutado acredita que la resolución frente a la que recurre le produce daño de difícil reparación podrá solicitar del tribunal la suspensión de la actuación recurrida, prestando, en las formas permitidas por esta Ley, caución suficiente para responder de los perjuicios que el retraso pudiera producir)». Desde el contenido de este precepto podemos llegar a una primera conclusión y lo es que el medio de impugnar una determinada resolución en vía de ejecución va a ser mediante los recursos ordinarios, siendo estos, el de reposición y el de apelación. Y ello habrá que ponerlo en relación con la clase de resolución que se dicta en el proceso de ejecución.

El art. 545 se refiere al Tribunal competente, y a la forma de las resoluciones en la ejecución forzosa. Y dice: 5. En los procesos de ejecución adoptarán la forma de auto las resoluciones del Tribunal que: 1.º Contengan la orden general de ejecución por la que se autoriza y despacha la misma. 2.º Decidan sobre oposición a la ejecución definitiva basada en motivos procesales o de fondo. 3.º Resuelvan las tercerías de dominio. 4.º Aquellas otras que se señalen en esta ley. 6. Adoptarán la forma de decreto las resoluciones del Secretario judicial que determinan los bienes del ejecutado a los que ha de extenderse el despacho de la ejecución y aquellas otras que se señalen en esta ley. 7. El Tribunal decidirá por medio de providencia en los supuestos en que así expresamente se señale, y en los demás casos, las resoluciones que procedan se dictarán por el Secretario judicial a través de diligencias de ordenación, salvo cuando proceda resolver por decreto.

Del contenido de este precepto diremos que las resoluciones del Tribunal van a ser providencias y autos, mientras que las resoluciones del Secretario judicial serán diligencias de ordenación y decretos. Y ante esa diversidad de resoluciones los únicos recursos que nos vamos a encontrar en la fase de ejecución serán el de reposición y el de apelación, con la especialidad de la no suspensión de lo acordado, y si en el primero, por el de reposición, coincide con el régimen general del art. 451, en el sentido de que la interposición del recurso de reposición no tendrá efectos suspensivos respecto de la resolución recurrida, en el segundo sí quiebra su efecto propiamente suspensivo que va implícito en el propio devolutivo del recurso de apelación, aunque este efecto no suspensivo tiene su excepción y lo es cuando se trate de un daño de difícil reparación y siempre con prestación de caución.

Llegados a este punto podemos ofrecer las siguientes particularidades:

1.ª El recurso de reposición será admisible en todo caso cuando se trate de diligencias de ordenación y de aquellas resoluciones que revistan la forma de providencia y de autos pero que no sean definitivos, siendo estos los llamados de mero trámite o interlocutorios, con la particularidad que el auto por el que se resuelve el recurso de reposición no es susceptible del recurso de apelación, por así establecerlo el art. 454.

2.ª Con relación a las diligencias de ordenación dictadas por los Secretarios Judiciales existía un régimen especial de recurso contemplado en el art. 224, actualmente sin contenido. Actualmente es el propio régimen el recurso de reposición y revisión de los arts. 451 y siguientes. Contra las diligencias de ordenación cabe recurso de reposición ante el propio Secretario judicial. Éste resolverá mediante decreto, que será susceptible de recurso de revisión ante el Tribunal siempre que lo resuelto venga a poner fin al procedimiento o impedir su continuación; o en aquellos otros casos en que expresamente se prevea.

3.ª Frente a la resolución el Secretario judicial que revista la forma de decreto no definitivo cabe interponer ante el mismo recurso de reposición. Y de la misma manera que hemos dicho antes, el Secretario judicial resolverá el recurso de reposición mediante decreto, que será susceptible de recurso de revisión ante el Tribunal siempre que lo resuelto venga a poner fin al procedimiento o impedir su continuación; o en aquellos otros casos en que expresamente se prevea.

4.ª Contra todas las providencias y autos no definitivos del Tribunal cabrá recurso de reposición ante el mismo Tribunal que dictó la resolución recurrida, recurso que se resolverá mediante auto, el cuál no será susceptible de recurso alguno.

5.ª Pero cabrá el recurso de apelación contra el auto que resuelve el recurso de reposición siempre que este último tenga un carácter definitivo, o aquellos otros autos frente a los que la ley expresamente indique el recurso de apelación (art. 455).

6.ª Añadiremos que cabe el recurso de queja cuando se trate de resolución que impida el acceso a la apelación. Será entonces cuando en este recurso de queja se analice detenidamente si es posible el recurso de apelación al tratarse de un auto definitivo por impedir el curso de las actuaciones de ejecución. Y en este punto citaremos, por acertada, la doctrina aplicada en el auto de 27 de noviembre de 2002 de la Audiencia Provincial de Zaragoza:


En el ámbito de la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil y en la fase de ejecución se está convirtiendo en relativamente frecuente la queja contra las inadmisiones a trámite de los recursos de apelación contra los autos resolutorios de la reposición frente a resoluciones dictadas en ejecución de una sentencia firme.

Quiere la nueva Ley agilizar al máximo la ejecución para que la satisfacción del derecho de quien ha vencido en el pleito sea lo más inmediata posible. Así, elimina incidentes y limita recursos, que la Ley regula con detalle. Este lícito deseo del legislador recogido, pues, en la mens legis, ha de ser no obstante, objeto de la debida ponderación. Así, hay dos causas que se suelen entrecruzar y mezclar, oscureciendo esta materia de los recursos en fase de ejecución. Por una parte la limitación genérica de la apelación contra los autos resolutorios de la reposición (art. 454) y por otra, la limitación específica del art. 562 para los actos concretos de la ejecución. No cabe duda de que la norma especial prima en su aplicación sobre la general. Por lo tanto habremos de acudir, en principio, al art. 562. Y éste admite la reposición, pero sólo la apelación cuando expresamente lo prevea esta Ley. Esta generosa dicción nos remite bien al precepto específico que se considere violado (allí habrá de decir si esa materia es o no apelable), bien a las reglas generales de la Ley de enjuiciar. La primera posibilidad suele resultar inútil, pues generalmente no se explicita caso por caso cuando un acto de ejecución es apelable o no. La segunda posibilidad nos remite al art. 454. Y sobre este precepto se va formando ya un cierto cuerpo de doctrina jurisprudencial en relación con la ejecución de sentencia.

Las sentencias de la Audiencia Provincial de Zaragoza, Sección 4.ª, de 30 de enero de 2002, Sección 5.ª, Auto de 28 de octubre de 2002, y de Burgos, Sección 2.ª, de 30 de marzo de 2001, coinciden en una exégesis extensiva o amplia del mencionado precepto. Se considera que la limitación de la apelación contra el auto resolutorio de la reposición está pensado fundamentalmente, aunque no exclusivamente, en la fase declarativa de los procedimientos, a fin de evitar dilaciones engorrosas e innecesarias en el trámite que conduce a la sentencia de fondo. Y ello es así porque la prohibición de la apelación no es absoluta, sino limitada temporalmente, pues permite reproducir la cuestión en la segunda instancia, al recurrir la resolución definitiva. Por ello se viene interpretando que cuando la resolución judicial dictada en fase de ejecución tiene la condición de definitiva, a tenor del art. 207.1, sí son recurribles, por expresa dicción del art. 455.



7.ª Además de esa forma de acudir a los recursos ordinarios frente a las resoluciones dictadas en la fase de la ejecución, aún existe la posibilidad de impugnar las mismas, no en cuanto al fondo del asunto, sino por haberse cometido alguna infracción legal en el proceso de ejecución. Es el supuesto del art. 562. Impugnación de infracciones legales en el curso de la ejecución. 1. Con independencia de la oposición a la ejecución por el ejecutado según lo dispuesto en los artículos anteriores, todas las personas a que se refiere el art. 538 podrán denunciar la infracción de normas que regulen los actos concretos del proceso de ejecución: 1.º Por medio del recurso de reposición establecido en la presente Ley si la infracción constara o se cometiera en resolución del Tribunal de la ejecución o del Secretario judicial. 2.º Por medio del recurso de apelación en los casos en que expresamente se prevea en esta Ley. 3.º Mediante escrito dirigido al Tribunal si no existiera resolución expresa frente a la que recurrir. En el escrito se expresará con claridad la resolución o actuación que se pretende para remediar la infracción alegada. 2. Si se alegase que la infracción entraña nulidad de actuaciones o el Tribunal lo estimase así, se estará a lo dispuesto en los arts. 225 y siguientes. Cuando dicha nulidad hubiere sido alegada ante el Secretario judicial o éste entendiere que hay causa para declararla, dará cuenta al Tribunal que autorizó la ejecución para que resuelva sobre ello.

8.ª Añadiremos todavía otro mecanismo para denunciar la infracción de actos de ejecución por resultar contradictorios con el título ejecutivo judicial, aunque por los cauces de los recursos de reposición y de apelación. Es el mecanismo del art. 563. Actos de ejecución contradictorios con el título ejecutivo judicial. 1. Cuando, habiéndose despachado ejecución en virtud de sentencias o resoluciones judiciales, el Tribunal competente para la ejecución provea en contradicción con el título ejecutivo, la parte perjudicada podrá interponer recurso de reposición y, si se desestimare, de apelación. Si la resolución contraria al título ejecutivo fuere dictada por el Secretario judicial, cabrá contra ella recurso directo de revisión. 2. En los casos del apartado anterior, la parte que recurra podrá pedir la suspensión de la concreta actividad ejecutiva impugnada, que se concederá si, a juicio del Tribunal, presta caución suficiente para responder de los daños que el retraso pueda causar a la otra parte. Podrá constituirse la caución en cualquiera de las formas previstas en el párrafo segundo del apartado 3 del art. 529.

Art. 455. Resoluciones recurribles en apelación. Competencia y tramitación preferente.


2. Conocerán de los recursos de apelación:

1.º Los Juzgados de Primera Instancia, cuando las resoluciones apelables hayan sido dictadas por los Juzgados de Paz de su partido.

2.º Las Audiencias Provinciales, cuando las resoluciones apelables hayan sido dictadas por los Juzgados de Primera Instancia de su circunscripción.



Entraremos ahora en el examen de la competencia para el conocimiento del recurso de apelación.

Es competente en primer lugar elJuzgado de Primera Instancia respecto de las sentencias y autos definitivos dictados por los Juzgados de Paz de su partido.

Los Juzgados de Paz están regulados en la Ley Orgánica del Poder Judicial, 6/1985, de 1 de julio, con su última adaptación tras la Ley Orgánica 1/2009, de 3 de noviembre, la que en su art. 99 nos dice que en cada municipio donde no exista Juzgado de Primera Instancia e Instrucción, y con jurisdicción en todo el término correspondiente, habrá un Juzgado de Paz, pudiendo existir una sola Oficina judicial para varios Juzgados; y el art. 100.1, que los Juzgados de Paz conocerán, en el orden civil, de la sustanciación en primera instancia, fallo y ejecución de los procesos que la ley determine. Cumplirán también funciones de Registro Civil y las demás que la ley les atribuya. Estos preceptos deben ponerse en relación con el art. 47 de la Ley de Enjuiciamiento Civil que establece que a los Juzgados de Paz corresponde el conocimiento, en primera instancia, de los asuntos civiles de cuantía no superior a 902 euros y que no estén comprendidos en ninguno de los casos a que, por razón de la materia, se refiere el apartado primero del art. 250. En definitiva, se trata de juicios verbales de reclamaciones de cantidad no superiores a la cifra indicada.

Y en segundo lugar son competentes lasAudiencias Provinciales para el conocimiento de los recursos de apelación interpuestos contra las sentencias y autos definitivos dictados por los Juzgados de Primera Instancia de la circunscripción.

A los Juzgados de Primera Instancia se refiere la LOPJ en sus arts. 84 y siguientes, especialmente el art. 85 cuando trata de las competencias en el orden civil. Pero hay que unir a ellos los Juzgados de lo Mercantil, arts. 86 bis y siguientes, con jurisdicción en toda la provincia, y especialmente los de Alicante actuando como Juzgados de Marca Comunitaria, y la competencia que a ellos viene atribuida (art. 86 ter).

La Disposición Derogatoria Única n.º 2 apartado 19 LEC vino a derogar la Ley 10/1968, de 20 de junio, sobre atribución de competencias en materia civil a las Audiencias Provinciales, la que en su artículo primero enumeraba el alcance de la apelación. Actualmente la competencia de las Audiencias Provinciales en el orden civil se enumera en el art. 82.2 LOPJ redactado por la LO 1/2009, de 3 de noviembre, y con el siguiente contenido:


Las Audiencias Provinciales conocerán en el orden civil:

1.º De los recursos que establezca la ley contra resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de Primera Instancia de la provincia.

Para el conocimiento de los recursos contra resoluciones de los Juzgados de Primera Instancia que se sigan por los trámites del juicio verbal por razón de la cuantía, la Audiencia se constituirá con un solo Magistrado, mediante un turno de reparto.

2.º De los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en primera instancia por los Juzgados de lo Mercantil, salvo las que se dicten en incidentes concursales que resuelvan cuestiones de materia laboral, debiendo especializarse a tal fin una o varias de sus Secciones, de conformidad con lo previsto en el art. 98 de la presente Ley Orgánica.

3.º Asimismo, la Sección o Secciones de la Audiencia Provincial de Alicante que se especialicen al amparo de lo previsto en el párrafo anterior conocerán, además, en segunda instancia y de forma exclusiva, de todos aquellos recursos a los que se refiere el art. 101 del Reglamento n.º 40/1994, del Consejo de la Unión Europea, de 20 de diciembre de 1993, sobre la marca comunitaria, y el Reglamento 6/2002, del Consejo de la Unión Europea, de 12 de diciembre de 2001, sobre los dibujos y modelos comunitarios. En el ejercicio de esta competencia extenderán su jurisdicción a todo el territorio nacional, y a estos solos efectos se denominarán Tribunales de Marca Comunitaria.

4.º Las Audiencias Provinciales también conocerán de los recursos que establezca la ley contra las resoluciones dictadas en materia civil por los Juzgados de Violencia sobre la Mujer de la provincia. A fin de facilitar el conocimiento de estos recursos, y atendiendo al número de asuntos existentes, podrán especializarse una o varias de sus secciones de conformidad con lo previsto en el art. 98 de la presente Ley Orgánica.

3. Corresponde igualmente a las Audiencias Provinciales el conocimiento:

1.º De las cuestiones de competencia en materia civil y penal que se susciten entre juzgados de la provincia que no tengan otro superior común.

2.º De las recusaciones de sus Magistrados, cuando la competencia no esté atribuida a la Sala especial existente a estos efectos en los Tribunales Superiores de Justicia.



Especial comentario merece el párrafo segundo del apartado primero por cuanto viene a otorgar competencia para el conocimiento del recurso a un solo Magistrado. La Exposición de Motivos de la LO 1/2009 nos dice que con ello se logrará reducir el tiempo de respuesta en la segunda instancia en conflictos que, por tratarse de asuntos que no revisten especial complejidad, no precisan ser resueltos por un órgano colegiado. Estimo que ello no es acertado, y desde mi modesto punto de vista no lo es por tres razones: la primera porque se está dando competencia para que un sólo Magistrado pueda confirmar o revocar la sentencia o resolución dictada en la primera instancia también por un solo Juez o Magistrado, quebrando con ello la naturaleza de la doble instancia de dar mayores garantías de acierto al Tribunal Colegiado; la segunda razón es que si se trata de asuntos de escasa complejidad, la respuesta por el Tribunal Colegiado, con la redacción de la sentencia por el Ponente, no ofrecerá grandes dificultades. Y la tercera es que debe cuestionarse la supuesta respuesta rápida en el tiempo cuando el único Magistrado también debe despachar aquellos otros asuntos, quizá los más, que deben señalarse para la deliberación y votación de la Sala, lo que indudablemente conlleva que esos otros asuntos de escasa complejidad deban tener un cierto orden temporal para ser despachados. Como final diré que aunque así puedan ser tratados, lo normal es que este tipo de apelaciones se comenten en la Sala con la finalidad de evitar posibles sentencias contradictorias. Pero como el Juez no puede crear el Derecho, sino aplicarlo, nos someteremos y aceptaremos sin dudar el nuevo principio de legalidad.

Haremos referencia ahora a dos normas de cierre del precepto que comentamos y de especial trascendencia. Una es el plazo, y la otra la tramitación de ciertos recursos de apelación con preferencia a otros.

1.  El plazo

Señala el artículo como norma general que el plazo para anunciar el recurso de apelación lo será de cinco días. Debe complementarse con el art. 457.1. El recurso de apelación se preparará ante el Tribunal que haya dictado la resolución que se impugne dentro del plazo de cinco días contados desde el día siguiente a la notificación de aquella. Sobre el examen del plazo volveremos en el estudio del precepto citado.

En innumerables ocasiones nos vamos a encontrar con preceptos de la Ley de Enjuiciamiento Civil en los que se diga que frente a tal resolución cabe interponer recurso de apelación, pero de esta manera genérica, por lo que habrá que acudir a este precepto que comentamos y saber que el plazo de los cinco días es general para todo recurso. Además, el anuncio del recurso dentro de plazo se convierte en un requisito de admisión.

2.  Carácter preferente

Art. 455. Resoluciones recurribles en apelación. Competencia y tramitación preferente.


3.º Se tramitarán preferentemente los recursos de apelación legalmente previstos contra autos que inadmitan demandas por falta de requisitos que la ley exija para casos especiales.



En cuanto al trámite preferente, no sólo se atenderá a este precepto y por la referencia que se contiene a los autos de inadmisión de demandas por falta de requisitos que la ley exija para casos especiales, sino a aquellos de los procedimientos especiales que por razón de la materia, significativamente en atención a las personas y los derechos que se ventilan requiere una respuesta menos dilatada en el tiempo.


Art. 456. Ámbito y efectos del recurso de apelación.

1. En virtud del recurso de apelación podrá perseguirse, con arreglo a los fundamentos de hecho y de derecho de las pretensiones formuladas ante el Tribunal de primera instancia, que se revoque un auto o sentencia y que, en su lugar, se dicte otro u otra favorable al recurrente, mediante nuevo examen de las actuaciones llevadas a cabo ante aquel Tribunal y conforme a la prueba que, en los casos previstos en esta ley, se practique ante el Tribunal de apelación.

2. La apelación contra sentencias desestimatorias de la demanda y contra autos que pongan fin al proceso carecerá de efectos suspensivos, sin que en ningún caso proceda actuar en sentido contrario a lo que se hubiese resuelto.

3. Las sentencias estimatorias de la demanda, contra las que se interponga el recurso de apelación, tendrán, según la naturaleza y contenido de sus pronunciamientos, la eficacia que establece el Título Segundo del Libro Tercero de esta Ley.



Este artículo se limita a conceptuar en su número primero lo que es propiamente el recurso de apelación y cuando dice «mediante nuevo examen de las actuaciones» está dando a entender que la LEC admite y sigue la tercera de las anteriores doctrinas expuestas al estudiar la naturaleza jurídica, esto es, que la apelación va a trasladar al órgano superior plena jurisdicción sobre el caso en idéntica situación a la del juzgado de instancia, no sólo en lo que respecta a la subsunción de los hechos en las normas jurídicas, sino para la determinación de tales hechos a través de la valoración de la prueba, la que se practicó en la instancia y la que se puede practicar en la alzada.

Los números siguientes hablan del efecto suspensivo del recurso salvo lo dispuesto para el caso de la ejecución provisional de las sentencias de condena dictadas por los Juzgados de Primera Instancia, ejecución provisional a la que haremos referencia al comentar el art. 462.

Y por lo que se refiere al número 2 realmente es un concepto vacío de contenido, toda vez que viene a establecer que la apelación contra sentencias desestimatorias de la demanda y contra autos que pongan fin al proceso carecerá de efectos suspensivos, sin que en ningún caso proceda actuar en sentido contrario a lo que se hubiese resuelto. Al ser la sentencia o autos recurridos absolutoria o poner fin al proceso, respectivamente, nada habrá que ejecutar o, en su relación, realizar actividad alguna y consecuentemente tampoco se podrá actuar en sentido contrario a lo resuelto.
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		Diligencia del Secretario judicial teniendo por contestado el recurso de apelación y ordenando el emplazamiento

		Oficio de remisión de los autos a la Audiencia Provincial
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		Diligencia del Secretario judicial incoando rollo y apercibiendo a las partes de comparecencia en forma dentro del plazo del emplazamiento. (Apelante)
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		Diligencia del Secretario judicial incoando rollo y solicitando Procurador de oficio al recurrente

		Diligencia del Secretario judicial incoando rollo y solicitando Procurador de oficio al recurrente

		Diligencia del Secretario judicial incoando rollo y solicitando Procurador de oficio al recurrente

		Diligencia del Secretario judicial incoando rollo y solicitando Procurador de oficio al recurrente

		Diligencia del Secretario judicial incoando rollo y designación de Magistrado Unipersonal para su conocimiento

		Decreto declarando desierto el recurso por no haber comparecido el apelante en tiempo del emplazamiento

		Diligencia del Secretario judicial incoando rollo y solicitando Procurador de oficio al recurrente

		Providencia de señalamiento de deliberación y votación por la Sala 

		Sentencia resolviendo el fondo de la apelación

		Sentencia dictada por un único magistrado

		Auto resolviendo el fondo de la apelación

		Modelo de auto para recurso de aclaración de la resolución de la Sala

		Modelo de auto dictado para complemento de la resolución de la alzada

		Voto particular a resolución de la Sala

		Auto de desistimiento del recurso

		Diligencia del Secretario judicial remitiendo definitivamente las actuaciones al Juzgado de Instancia

















